PROYECTO DE LEY

TÍTULO I

 ÓRGANO JUDICIAL
Art.1º: CREACIÓN. Créase la Justicia de Vecindad de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires con las atribuciones y competencias que se establecen en la presente Ley. 

Art.2º: COMPETENCIA EN RAZÓN DE LAS PERSONAS. La Justicia de Vecindad conoce en las causas en las que sean parte personas físicas, personas jurídicas del derecho privado, simples asociaciones y/o consorcios de copropietarios.

Art. 3º: COMPETENCIA EN RAZÓN DE LA MATERIA. La Justicia de Vecindad conoce en las causas que versen sobre:

Restricciones o límites al dominio comprendidos en el Título VI del Libro III del Código Civil de la Nación.

Acciones posesorias, denuncias por daño temido y reparaciones urgentes. 

Conflictos de medianería y propiedad horizontal.

Relaciones contractuales civiles y comerciales.

Responsabilidad extracontractual.

f)  Prevención en materia de violencia familiar y protección de personas. 

Art.4º: COMPETENCIA EN RAZÓN DEL MONTO. La Justicia de Vecindad es competente en las causas en las que el monto reclamado no exceda la suma de pesos cinco mil ($5.000). Dicho importe se determina atendiendo exclusivamente al capital reclamado en la demanda sin computar intereses ni costas. El monto de la reconvención no altera la competencia.

El Consejo de la Magistratura puede modificar el importe mencionado cuando así lo exija el buen funcionamiento del fuero.

Art.5º: COMPETENCIA EN RAZÓN DEL TERRITORIO. Es competente la Justicia de         Vecindad: 

a) del lugar donde esté ubicado el bien que origine la cuestión, cuando se ejerciten acciones comprendidas en los incisos a), b) y c) del artículo 3º.


b) del lugar en que deba cumplirse la obligación, o el del domicilio real, legal o especial del demandado, a elección del actor, cuando se ejerciten acciones comprendidas en el inciso d) y e) del artículo 3º. 

c) del lugar donde se produjo el hecho, o el del domicilio de la víctima, a su elección.

Art.6°: DE LOS/AS JUECES/ZAS. Los/as Jueces/zas de cada Tribunal conocen    individualmente en primera instancia en las causas que se les asignen.

Art.7°: TRIBUNAL DE VECINDAD. El Tribunal de Vecindad entiende como órgano de   alzada en los recursos que se interpongan contra las resoluciones de los/as Jueces/zas. 

Art.8º: FUNCIONAMIENTO. La Justicia de Vecindad funciona los días hábiles 9 horas en el horario que determine la reglamentación 

Art.9º: PROCEDIMIENTO ANTE LA JUSTICIA DE VECINDAD. Apruébase como procedimiento ante los Tribunales de Vecindad el texto que se adjunta como Anexo I que a todos sus efectos forma parte integrante de la presente Ley, excepto en los casos contemplados en el inciso f) del artículo 3º de la presente Ley, para cuya resolución se aplica el procedimiento establecido en la Ley vigente en materia de violencia familiar y protección de persona.   

TÍTULO II: CLÁUSULAS TRANSITORIAS

Primera: La Justicia de Vecindad se implementará progresivamente.

Hasta tanto la Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires sancione la Ley de Comunas, la Justicia de Vecindad se integrará, como mínimo, con dos (2) Tribunales. Uno de ellos debe entender exclusivamente en cuestiones de prevención en materia de violencia familiar y protección de personas. 

Segunda: Hasta tanto la Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires sancione la Ley de Comunas, el Consejo de la Magistratura debe determinar la competencia territorial de los tribunales    

Tercera: Los/a asesores/as generales tutelares adjuntos/as cuyas atribuciones y competencias se encuentran enunciadas en el artículo 33º de la Ley Nº 21 cumplirán ante la Justicia de Vecindad las funciones encomendadas en el artículo 34º de la mencionada Ley, hasta tanto asuman sus cargos los/as asesores/as tutelares ante la justicia  de primera instancia.    

Art.10°: Comuníquese, etc.

ANEXO I

PROCEDIMIENTO ANTE LA JUSTICIA DE VECINDAD

TÍTULO I. DISPOSICIONES GENERALES

Art.1º: Principios. El procedimiento se ajusta a los siguientes principios:

a) Informalismo. Se excusa a las partes de la observancia de exigencias formales no esenciales o que puedan ser cumplidas posteriormente. Los plazos son perentorios e improrrogables.

b) Celeridad, economía y sencillez en la tramitación del proceso.

c) Concentración procesal. Los actos procesales deben realizarse sin demora, abreviándose los plazos establecidos en el presente Anexo cuando los/as Jueces/zas lo determinen o lo acuerden las partes, debiendo concentrarse en una misma audiencia los trámites y diligencias que así lo admitan.

d) Inmediación procesal. Las audiencias deben ser presididas por los/as Jueces/zas no pudiendo ser delegadas. Los/as Jueces/zas deben controlar con la mayor proximidad las diligencias de prueba que se realicen. 

e) Oralidad. Toda petición de parte puede ser manifestada oralmente, debiendo los/as Jueces/zas disponer su registro en el expediente. 

f) Autocomposición. La actuación de las partes y de los/as Jueces/zas debe estar encaminada a obtener la justa conciliación de las causas, disponiendo de los medios alternativos de resolución de disputas para la obtención de este fin.

g) Buena fe y lealtad procesales. Las partes, sus representantes o asistentes y todos/as los/as partícipes del proceso deben ajustar su conducta a la dignidad de la Justicia, al respeto que se deben los/as litigantes y a la lealtad y buena fe.

Los/as Jueces/zas deben impedir el abuso y el fraude procesal, la colusión y      cualquier otra conducta ilícita o dilatoria.

Art.2º: Impulso procesal. El impulso procesal está a cargo de las partes y/o de los/as     Jueces/zas.

Art.3º: Tasa judicial. El pago de la tasa judicial está a cargo del/a vencido/a y se intima al     momento de dictarse la sentencia definitiva. En todas las actuaciones la tasa judicial genérica establecida en el artículo 6º de la Ley Nº 327, se reduce en un cincuenta por ciento (50%).

Art.4º: Patrocinio letrado. El patrocinio letrado es obligatorio. 

Los/as Jueces/zas deben poner a disposición de las partes la nómina actualizada de servicios jurídicos de asistencia gratuita existentes en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 

Art.5º: Costas. Beneficio de litigar sin gastos. Los gastos de la causa son soportados por la parte vencida,  excepto cuando haya mediado razón suficiente para litigar, en cuyo caso se imponen en el orden causado, de igual manera se procederá cuando las partes arriben a un Acuerdo previo. 

Las personas que carecieren de recursos pueden solicitar, antes de presentar la demanda o en cualquier estado del proceso, la concesión del beneficio de litigar sin gastos. No obsta su concesión la circunstancia de tener el/la peticionario/a los  recursos indispensables para procurarse su subsistencia, cualquiera fuere el origen de sus recursos.

Art.6º: Oferta de acuerdo. Cuando la parte vencedora haya rechazado una oferta de acuerdo conciliatorio ofrecida antes de la audiencia de vista de causa y ésta haya sido sustancialmente similar al resultado obtenido en la sentencia, debe soportar las costas del pleito. 

En las causas de contenido patrimonial, se entiende que existe similitud sustancial cuando:

a) la oferta de acuerdo hubiera sido hasta un cinco por ciento (5%) inferior al monto establecido en la sentencia y se trate de sumas determinadas.

b) la oferta de acuerdo hubiera sido hasta un veinte por ciento (20%) inferior al monto establecido en la sentencia y se trate de sumas determinables.  

En caso que la oferta de acuerdo haya sido ofrecida por el/la actor/a y el/la demandado/a la rechazase, el/la deudor/a debe intereses por el doble de lo pactado o establecido en la sentencia si hubiese similitud sustancial con el monto establecido en la resolución. Se entiende que existe similitud sustancial, cuando la oferta fuera reducida, al menos, en un veinte por ciento (20%). El/la Juez/a puede eximir de esta sanción cuando el/la demandado/a hubiere tenido razón suficiente para litigar. 

Desestimado un incidente, el/la vencido/a debe abonar una suma equivalente al sesenta por ciento (60%) de las costas del principal, salvo que hubiere mediado razón suficiente para promoverlo.  

Art.7º: Caducidad de instancia. Cuando no se instare el curso del proceso dentro de los tres (3) meses de la última petición de las partes o actuación del/la Juez/a que tenga por efecto impulsar el procedimiento, el/la Juez/a debe intimar al/la actor/a a que impulse la acción dentro del plazo de diez (10) días. Vencido este plazo sin que la parte intimada haya impulsado la acción, el/la Juez/a debe declarar la caducidad de la instancia. 

Art.8º: Medidas cautelares. Procedencia. Las partes pueden solicitar en cualquier estado o grado del proceso las medidas cautelares que tengan por objeto garantizar los efectos de la sentencia incluso aquellas de contenido positivo. 

Sin perjuicio de otras, los/as Jueces/zas pueden disponer las siguientes medidas:

a) Embargo preventivo.

b) Secuestro.

c) Intervención judicial.

d) Inhibición general de bienes y anotación de litis.

e) Prohibición de innovar y prohibición de contratar.

El/la Juez/a debe resolver la solicitud en forma inmediata.

Art.9º: Medidas autónomas urgentes. El/la Juez/a puede conceder medidas autónomas urgentes contra conductas o hechos que causen o puedan causar un perjuicio de difícil o imposible reparación, siempre que se acredite la existencia de un interés legítimo cierto y manifiesto; su tutela inmediata sea imprescindible, produciéndose en caso contrario la frustración del interés y el interés del/la postulante se circunscriba a obtener la solución de urgencia peticionada, no requiriendo una declaración judicial adicional vinculada a un proceso principal.

En estos casos el/la Juez/a concede la medida solicitada en forma inmediata y sin necesidad de sustanciar la petición. Excepcionalmente, según fueran la circunstancias del caso y la materia de la medida, el/la Juez/a puede someter la medida a una previa y reducida sustanciación.

La denuncia de daño temido y la oposición a la ejecución de reparaciones urgentes tramitan por esta vía. Las decisiones dictadas en estos dos supuestos son inapelables.

TÍTULO II. ÓRGANO JUDICIAL

CAPÍTULO I. COMPETENCIA

Art.10°: Carácter. La competencia territorial atribuida por esta Ley es improrrogable e indelegable.

Art.11°: Modificación de la competencia. El Consejo de la Magistratura puede modificar excepcionalmente y en forma temporánea la competencia de los tribunales cuando el volumen y la complejidad de las causas radicadas ante alguno de ellos dificulte su correcto funcionamiento.

CAPÍTULO II. RECUSACIÓN Y EXCUSACIÓN.

Art.12°: Recusación y excusación. El/la Juez/a puede excusarse o ser recusado/a con expresión de causa. A tal efecto, se observan las reglas establecidas en el Capítulo I, del Título II del Código Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

CAPITULO III. DEBERES Y FACULTADES DE LOS/AS JUECES/ZAS

Art.13°: Deberes. Los/as Jueces/zas dirigen el proceso de acuerdo con las previsiones de la presente Ley. 

En los supuestos no previstos, determinan el trámite que estimen pertinente conforme las circunstancias del caso y observando los principios establecidos en el artículo 1º del presente Anexo. Asimismo deben:

a) Conducir personalmente las audiencias y realizar de igual modo las demás diligencias que esta Ley les asigne.

b) Tomar medidas tendientes a evitar la paralización del proceso, disponiendo de oficio las medidas necesarias.

c) Dirigir el proceso manteniendo la igualdad de las partes.

Art.14°: Facultades disciplinarias. Para mantener el buen orden y decoro en los juicios,   los/as Jueces/zas pueden:

a) Mandar que se teste toda frase injuriosa o redactada en términos indecorosos u ofensivos. 

b) Excluir de las audiencias a quienes perturben indebidamente su curso. 

c) Recomendar medidas disciplinarias al organismo competente respecto de los/las profesionales actuantes.

Art.15°: Facultades ordenatorias, instructorias y conciliatorias. Los/as Jueces/zas pueden:

a)  Disponer en cualquier momento la comparecencia personal de las partes para intentar una conciliación.

b) Decidir en cualquier estado de la causa la comparecencia de testigos, peritos y consultores técnicos/as para interrogarlos/as acerca de lo que los/as Jueces/zas consideren pertinente.

c) Ordenar las diligencias necesarias para esclarecer la verdad de los hechos controvertidos respetando el derecho de defensa de las partes.

Art.16°: Sanciones conminatorias. Los/as Jueces/zas pueden imponer sanciones pecuniarias compulsivas y progresivas tendientes a que las partes cumplan sus mandatos, cuyo importe será a favor del/la litigante perjudicado/a por el incumplimiento. Pueden aplicar las mismas sanciones a terceros/as cuando hubieran desobedecido los mandatos judiciales. 

Las condenas pueden ser reducidas por el/la Juez/a en atención a la capacidad económica de quien deba satisfacerlas y pueden ser dejadas sin efecto o ser objeto de reajuste, si aquél/lla desiste de su resistencia y justifica su proceder.

TÍTULO III. ACTOS PROCESALES

Art.17°: Notificaciones. Las resoluciones judiciales se notifican en forma automática los días martes y viernes hábiles excepto cuando esta Ley dispone otro medio de notificación.

  En este último caso, la notificación puede efectuarse por cédula, carta documento, telegrama colacionado, o cualquier otro medio que permita acreditar fehacientemente la notificación.

  Los/as abogados/as de las partes pueden realizar las notificaciones previstas en esta Ley en la forma que establezca el Consejo de la Magistratura.

Art.18°: Plazos. Cómputo. Plazo no previsto. Los plazos se cuentan en días hábiles. Todo plazo que no estuviera establecido es de tres (3) días, salvo que el/la Juez/a disponga uno distinto de acuerdo a la naturaleza de la diligencia.

TITULO IV. PRUEBA

Art.19°: Medios probatorios. Son admisibles los siguientes medios de prueba: 

a) Documental.

b) Informativa.

c) Testimonial. No pueden ofrecerse más de cuatro (4) testigos. La parte que los      ofrezca asume la carga de hacerlos comparecer, pudiendo solicitar al/la Juez/a el auxilio de la fuerza pública.

d) Confesional.

e) Pericial. Se puede ofrecer un (1) perito por materia, designado/a de oficio por el/la Juez/a en la oportunidad establecida en el artículo 26 inciso b). Cada parte tiene la facultad de designar un/a consultor/a técnico/a. Los gastos que demande la actuación del/la perito forman parte de las costas del proceso.

f) Reconocimiento judicial.

El/la Juez/a determina las pruebas pertinentes y las modalidades de su producción de acuerdo a las circunstancias del caso.

Art.20°: Prueba anticipada. Los/as que vayan a ser parte en un proceso ante la Justicia de Vecindad pueden solicitar la producción anticipada de medidas probatorias, a excepción de la prueba confesional. El/la Juez/a concede la medida siempre que exista motivo suficiente para su producción, sin necesidad de control de la otra parte. Su decisión es inapelable. En su primera presentación la contraparte puede solicitar  la reiteración de la prueba obtenida en esta forma. 

  El/la Juez/a también puede ordenar medidas anticipadas cuando las partes lo consientan. El control de su producción está a cargo de los/as litigantes. 

Las pruebas así producidas no están sometidas a ningún plazo de caducidad.

TITULO V. PROCEDIMIENTO.

Art.21°: Requisitos de la demanda. La demanda debe contener: 

a) El nombre, domicilio real y procesal, estado civil, y profesión u oficio del/la demandante.

b) El nombre y domicilio del/la demandado/a.

c) La designación precisa de lo que se demanda.

d) Las cuestiones de hecho expresadas en forma clara y sintética.

e) El ofrecimiento de toda la prueba de la que habrá de valerse, acompañando la que estuviera en su poder.

f) El derecho expuesto sucintamente.

g) La petición en términos claros y precisos. 

Art.22°: Notificación. Plazo para contestar la demanda. La demanda se notifica por los medios establecidos en el artículo 17, segundo y tercer párrafo, debiendo el/la demandado/a contestarla y oponer excepciones dentro del plazo de diez (10) días. 

Art.23°: Requisitos de la contestación de demanda. La contestación de demanda debe contener:

a) El nombre, domicilio real y procesal, estado civil y profesión u oficio del/la  demandado/a.

b) El reconocimiento o negación de cada hecho articulado en la demanda, de la   autenticidad de los documentos acompañados que se atribuyan al/la demandado/a y de la recepción de las cartas y telegramas a él/ella dirigidos cuyas copias se acompañen.

c)  La reconvención, si el/la demandado/a se creyere con derecho a proponerla. 

d) El ofrecimiento de toda la prueba de la que habrá de valerse, acompañando la que estuviera en su poder. 

e) El derecho expuesto sucintamente.

Art.24°: Reconvención. Deducida la reconvención, se da traslado por el término de diez (10) días. Esta notificación se realiza por los medios establecidos en el artículo 17, segundo y tercer párrafo.

Art.25°: Excepciones. Sólo se admiten las siguientes excepciones:

a) Incompetencia.

b) Falta de legitimación.

c) Litispendencia.

d) Cosa juzgada.

e) Pago documentado total o parcial, transacción, conciliación y desistimiento del derecho.

f) Prescripción de la acción.

h) Falsedad o inhabilidad de título.

El/la Juez/a dispone el trámite de las excepciones. 

Art.26°: Trámite posterior. Fijación de audiencia de vista de causa. Contestado el traslado de la demanda o reconvención, si la cuestión fuera de puro derecho o considerara que la prueba aportada es suficiente para resolverla, o hubiere vencido el plazo para contestar demanda,  el/la Juez/a dicta sentencia sin más trámite.

Si hubiese hechos controvertidos  el/la Juez/a se ajusta a las siguientes normas:

a) Fija los hechos conducentes para la decisión de la causa.

b) Determina las pruebas pertinentes y las modalidades de su producción, incluyendo la designación de perito único/a de oficio.

c) Fija audiencia para vista de la causa dentro del término de cuarenta (40) días, ordenando la citación de las partes, la producción de todas aquellas pruebas que por su naturaleza no puedan ser producidas en la audiencia misma y la recepción en ese acto de las restantes y de aquellas otras que estimase conveniente para la justa resolución de la causa.

La citación de quienes deban comparecer a la audiencia se realiza por los medios      establecidos en el artículo 17, segundo y tercer párrafo, notificándoles los efectos de su incomparecencia.

Art.27°: Prueba no producida. La totalidad de la prueba que no deba producirse en la   audiencia de vista de causa debe estar agregada con diez (10) días de anticipación a su celebración. El/la Juez/a dispone las consecuencias de este incumplimiento. 

Art. 28°: Desarrollo de la Audiencia de vista de causa. 

a) Generalidades. La audiencia de vista de causa se   desarrolla con la presencia del/la Juez/a. En esta audiencia el/la Juez/a puede pedir las explicaciones que estime necesarias y las partes pueden realizar las preguntas que consideren convenientes.

   Esta audiencia es pública y el debate oral y continuado pudiendo el/la magistrado/a resolver que se efectúe a puertas cerradas cuando causas excepcionales así lo justifiquen. Si por razones de tiempo no pudiere concluirse el debate en el día señalado, continuará en días sucesivos hasta terminar. El intervalo entre una y otra sesión no puede ser mayor de dos (2) días. En caso de considerarlo necesario, el/la Juez/a puede disponer que la audiencia se desarrolle total o parcialmente fuera de su asiento.

b) Conciliación. Mediación. Previo a todo trámite, el/la Juez/a debe intentar que las partes arriben a una conciliación. Si durante el desarrollo de la misma el/la Juez/a considera que la cuestión litigiosa es susceptible de solucionarse a través de la mediación, debe remitir las actuaciones a los/as mediadores/as inscriptos/as en el Registro respectivo de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Se exceptúa expresamente de este modo de resolución de conflictos a aquellos vinculados con la problemática de violencia familiar.

c) Recepción y sustanciación de la prueba. Cuando no fuera posible la conciliación ni la mediación el/la Juez/a recibe la prueba y continúa el trámite.

d) Alegatos. Finalizada la recepción de las pruebas las partes pueden alegar sobre el mérito de la causa a cuyo efecto el/la Juez/a les confiere la palabra por turno y por idéntico período de tiempo que no puede exceder de veinte (20) minutos por parte. La parte que alegue puede adjuntar a la causa una exposición escrita que resuma los puntos principales del alegato. No se admite el reemplazo del alegato oral.

e) Sentencia. El/la Juez/a pronuncia su sentencia y notifica a las partes. Puede aplazar su fundamentación por el término de dos (2) días según la complejidad de la causa, notificando los fundamentos por los medios establecidos en el artículo 17, segundo y tercer párrafo.

Art.29°: Registro de la audiencia. Corresponde labrar un acta que contenga la identidad de las partes y de los/as demás comparecientes, un resumen de sus declaraciones y de los alegatos de las partes y toda otra manifestación o suceso relevante que el/la Juez/a ordene. El acta debe ser firmada por el/la Juez/a y los/as comparecientes.

  Las partes pueden registrar la audiencia a su costa, por medio escrito o audiovisual.

Art.30°: Incomparecencia a la audiencia. La incomparecencia injustificada del/la actor/a a la  audiencia de vista de causa importa el desistimiento de la acción con imposición de costas. Ante la incomparecencia injustificada del/la demandado/a sólo se reciben las pruebas del/la actor/a. Si fueren ambas partes las inasistentes injustificadamente se declara caduco el proceso y se imponen las costas por su orden.

Art.31°: Contenido de la sentencia. La sentencia debe contener:

a) Lugar y fecha en que se dicta.

b) La relación sucinta de las cuestiones que constituyen el objeto de la causa.

c) La decisión y las modalidades de cumplimiento.

d) El derecho en el que  basa su  decisión.

e) El pronunciamiento sobre costas.

f) La firma del/la Juez/a.

Art.32°: Aclaratoria. Las partes pueden solicitar al/la Juez/a que corrija errores materiales, aclare conceptos oscuros o supla cualquier omisión de la sentencia acerca de las pretensiones discutidas en la causa, siempre que la enmienda, aclaración o agregado no altere lo sustancial de la decisión. El/la Juez/a resuelve en el acto de la audiencia, quedando las partes notificadas. En caso de que el/la Juez/a postergue la fundamentación de la sentencia, la aclaratoria debe solicitarse dentro del término de los dos (2) días de notificados los fundamentos.

TITULO VI. PROCEDIMIENTOS ESPECIALES.

Art.33°: Audiencia preliminar opcional. De acuerdo al buen orden procesal y a las circunstancias y complejidad de la causa, el/la Juez/a puede optar por despachar en audiencia las diligencias del artículo 26, celebrando inicialmente la conciliación y si fuera el caso, remitiendo la causa a mediación de conformidad con lo establecido en el artículo 28 inc. b) y resolviendo las excepciones que se hubieran planteado.

Art.34°: Audiencia de vista causa opcional. Contestada la demanda o vencido el plazo para hacerlo, el/la Juez/a puede dictar sentencia sin necesidad de convocar audiencia de vista de causa cuando la demanda verse sobre títulos que traigan aparejada ejecución o sobre acciones posesorias.

Art.35°: Preparación de la vía ejecutiva. El/la Juez/a dispone las medidas preliminares adecuadas para la preparación de la vía ejecutiva. 

TÍTULO VII. MEDIACIÓN ANEXADA Y MÉTODOS ALTERNATIVOS DE RESOLUCIÓN DE DISPUTAS.

Art.36°: Plazo para la mediación. Si el/la Juez/a resolviera remitir la causa a mediación debe hacerlo de manera inmediata. La audiencia de mediación respectiva debe celebrarse dentro del plazo máximo de diez (10) días de recibidas las actuaciones por el/la mediador/a.

Art.37°: Homologación del acuerdo de mediación. En caso de arribarse a un acuerdo en la instancia de mediación, se labra un acta en la que consta su contenido, la que debe remitirse a el/la Juez/a para su homologación. El acuerdo homologado tiene los efectos de la sentencia. El/la Juez/a no homologará el acuerdo si éste violara el orden público debiendo la causa proseguir según su estado.

Art.38°: Continuación del proceso. En caso de no arribarse a un acuerdo en la audiencia de mediación del artículo 36, cualquiera de las partes puede solicitar que la causa prosiga según su estado.  

Art.39°: Métodos alternativos de resolución de disputas. El/la Juez/a, con acuerdo de las partes, puede disponer el uso de métodos alternativos de resolución de disputas adicionales al previsto. 

TÍTULO VIII. RECURSOS.

Art.40°: Recurso de apelación. Sólo son apelables las sentencias definitivas y las resoluciones que causen gravamen irreparable. El recurso debe interponerse fundadamente dentro de los dos (2) días de notificada la resolución impugnada o sus fundamentos. 

 
El/la Juez/a concede el recurso al efecto que estime pertinente.

Art.41°:  Traslado. Audiencia de apelación. El Tribunal corre traslado por el término de tres (3) días y puede citar a las partes a audiencia de apelación la que debe realizarse dentro del término de cinco (5) días. 

En esta audiencia el Tribunal resuelve el recurso y notifica a las partes de la sentencia.

En caso de no celebrar audiencia, la sentencia debe pronunciarse en el término de cinco (5) días y notificarse por medios establecidos en el artículo 17, segundo y tercer párrafo.

Art.42°:   Revisión. El recurso de revisión procede a favor de quien haya dejado incontestada la demanda por fuerza mayor o por no haber tenido conocimiento del pleito. El recurso debe ser interpuesto en un plazo de veinte (20) días contados a partir del  momento en que  cese la fuerza mayor o de  que tome conocimiento del pleito.

Art.43°:  Conjuez/a. El/la juez/a que haya dictado la sentencia no puede integrar el Tribunal   de Alzada.

En caso de opiniones diferentes de los/as dos (2) miembros restantes, el Tribunal se integra con un/a (1) conjuez/a. 

Para los casos de integración, el Consejo de la Magistratura elige a los/as conjueces/zas de los Tribunales pertenecientes a las Comunas contiguas, de acuerdo al procedimiento establecido en la reglamentación.

Art.44°: Recurso de Inconstitucionalidad. Contra la sentencia definitiva del Tribunal de Vecindad procede el recurso de inconstitucionalidad establecido en la Ley Nº 402.

TÍTULO IX.  EJECUCIÓN DE SENTENCIAS

Art.45°:  Solicitud de ejecución. Vencido el plazo fijado para el cumplimiento de la sentencia,  la parte vencedora puede solicitar la ejecución de la sentencia o del acuerdo homologado, ordenando el/la Juez/a las medidas adecuadas para ello.

  El/la ejecutado/a, dentro del plazo de tres (3) días, puede oponer las defensas que hagan a su derecho.

Art.46°: Resolución. Opuestas las defensas o vencido el plazo para hacerlo, el/la Juez/a      resuelve sin más trámite.

TITULO X. DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS Y TRANSITORIAS

Primera. El Tribunal de Vecindad debe conservar los expedientes en archivo durante el plazo de cinco (5) años a contar de la fecha en que la sentencia queda firme. 

Segunda. Toda mención en esta Ley referida a notificaciones, actas o registros debe entenderse con independencia del soporte en el que consten. El/la Juez/a debe garantizar la conservación de dichos documentos por el plazo que corresponda, así como la integridad, inalterabilidad y, en su caso, confidencialidad de la información contendida en ellos.

  Tercera. Hasta tanto el Consejo de la Magistratura dicte la reglamentación a la que se          refiere el artículo 17, párrafo tercero, del presente los/as Jueces/zas deben determinar la forma en que los letrados de las partes efectuarán las notificaciones previstas por la Ley.

Fundamentos

Sr. Presidente:

La Justicia de Vecindad de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires ha sido prevista en gran parte por la propia Constitución de la Ciudad, la cual determina el marco mínimo de competencias de los Tribunales de Vecindad de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y su lugar de pertenencia institucional, esto es, el Poder Judicial.

En el modelo elegido por el constituyente,  se han combinado competencias de la justicia de vecindad pura con materias que en la experiencia comparada conforman los tribunales de menor cuantía.

Los tribunales de menor cuantía y los de vecindad combinan valores e ideales que los vecinos desean proteger. El objetivo de los primeros es lograr el descongestionamiento de los tribunales de conocimiento y obtener una respuesta judicial más rápida; mientras que la resolución de conflictos vecinales en un espacio institucional propio pretende acercar la justicia a sus destinatarios/as y afianzar los lazos sociales. 

Si es cierto que distintos ideales sociales envuelven a las instituciones y condicionan su estructura, entonces debemos adoptar un mecanismo ágil para la resolución de las disputas, sin olvidarnos a su vez, que el valor de la fraternidad, fuertemente comprometido, debe llevarnos a disponer de herramientas especiales de mediación y conciliación durante los procesos que lo requieran
.

La Justicia de Vecindad propicia el acceso a la justicia de los vecinos que no efectúan sus demandas, ya sea por el monto de sus reclamos, por los costos de las acciones judiciales o por la duración de los procesos.

La diversidad de reclamos que deberán atender los tribunales de vecindad obliga a un proceso de ingeniería institucional donde los intereses y valores contrapuestos deben balancearse, tratando que ninguno de ellos quede absolutamente fuera del camino. 

De este modo, este proyecto de estructura abierta fue concretándose a medida que se intensificaba su discusión por todos los interesados. El mismo dispone la creación de la Justicia de Vecindad, su composición y competencia, regulando el procedimiento  aplicable.

La Justicia de Vecindad estará compuesta por Tribunales integrados por tres jueces que nunca podrán ser todos del mismo sexo, tal como lo establece la Constitución. 

Dada la importancia de la institución que estamos creando, resultan atendibles las recomendaciones efectuadas por distintos actores de la sociedad civil en el sentido de que la implementación de los tribunales de vecindad se realice en forma progresiva, de manera de que permita ir detectando las eventuales disfuncionalidades que se vayan observando en la práctica y proponer las soluciones posibles a medida que se va completando la integración. 

La Constitución de la Ciudad establece la creación de los Tribunales de Vecindad por Comuna. En virtud de que  ha sido sancionada la Ley 1777 que crea y organiza el funcionamiento de las Comunas, resulta necesario determinar en esta instancia de creación de aquella Justicia, el número de tribunales  a crearse, así como  la competencia territorial de los mismos. Esta institución no cuenta con antecedentes nacionales que permitan estimar el caudal de acciones que podrán iniciarse al contar los ciudadanos con esta herramienta. No obstante ello, urge a la Ciudad poner en marcha las instituciones judiciales que permitan la solución de los conflictos de vecindad. 

En virtud de ello es que se prevé la implementación inicial de esta justicia a través de la puesta en marcha de dos tribunales, uno de los cuales tendrá competencia exclusiva en materia de prevención de violencia familiar y protección de personas. 

En cuanto a la competencia territorial de estos Tribunales, resulta conveniente delegar en el Consejo de la Magistratura su delimitación, en atención a las competencias que la ley le atribuye como órgano permanente de administración del Poder Judicial que debe garantizar la eficaz prestación del servicio de administración de justicia en el ámbito de la Ciudad (artículo 1º de la Ley Orgánica del Consejo de la Magistratura) y en tanto es este órgano de la Constitución, quien cuenta con los elementos de juicio indispensables para efectuar tal delimitación. 

 


La composición de la Justicia fue un problema adicional al momento de  reglamentar el funcionamiento de los tribunales. De acuerdo a una interpretación extremadamente literal o textualista, la Justicia de Vecindad sería idéntica a los Tribunales de Vecindad, siendo estas instancias colegiadas de resolución de conflictos. 

   


Tal lectura de la Constitución es inapropiada. En primer lugar, porque los órganos judiciales colegiados resultan disfuncionales para expedir resoluciones en la forma que la Constitución pretende (rápida, ágil y económica). Por otra parte, surgiría la necesidad de crear tribunales de segunda instancia avocados únicamente a revisar las resoluciones recurridas, hecho que conspiraría contra el bienestar público, en tanto implicaría una erogación sustancial que frustraría  la implementación misma de esta justicia. 

 
Por todo ello, la ley de creación contempla la existencia de un órgano judicial unipersonal, que lleve el pleito desde el principio al fin y un órgano revisor, el Tribunal de Vecindad, que actúa como alzada, garantizando el debido proceso del vencido. En este caso, la norma prevé que el tribunal se conforme con los restantes miembros, contemplando, para el supuesto de empate, que el tribunal se integre con un conjuez, seleccionado de los Tribunales de Vecindad contiguos (artículo 43 del Anexo I de la ley). Por último, y en lo que a recursos se refiere, se incorporó expresamente la posibilidad de articular el recurso de inconstitucionalidad de la Ley Nº 402.

La letra de la Constitución también genera inconvenientes en materia de competencia. En efecto, la cláusula transitoria que contempla  los Tribunales de Vecindad parece sujetar la competencia patrimonial de la Justicia de Vecindad, exclusivamente a lo que denomina “cuestiones civiles y comerciales”, excluyendo en consecuencia, la materia que designa anteriormente. El proyecto, rechaza esta interpretación y hace extensiva la limitación patrimonial a todas las causas en que se ventilen intereses económicos. 

Con respecto a la cuestión de prevención en materia de violencia familiar y protección de personas, la Constitución también adjudica su juzgamiento a la Justicia de Vecindad. Pero para ello, los especialistas consultados concuerdan en que resulta necesaria la constitución de tribunales altamente especializados que cuenten con una infraestructura de servicios adecuada a la naturaleza de la problemática que deben enfrentar. 

Así, se crea un Tribunal especializado en esta materia, el que deberá contar con la asistencia de los equipos interdisciplinarios existentes en el ámbito de la Ciudad (por ejemplo, los equipos técnicos de las defensorías pertenecientes al Consejo de los Derechos de Niños, Niñas y Adolescentes de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, o los equipos médicos especializados de los Hospitales pertenecientes a la Ciudad). Esta interacción resulta esencial para el tratamiento y solución de este tipo de conflictos. 

Por otra parte, se prevé la participación necesaria en el proceso de los asesores tutelares del Ministerio Público de la Ciudad, en tanto intervinientes obligados siempre que se encuentre en juego la protección de los derechos de menores de edad e incapaces. En este sentido, el proyecto de ley  establece que hasta tanto se encuentren en sus cargos los asesores tutelares de primera instancia, esta función será asumida por los asesores generales tutelares adjuntos.

La prevención en esta materia, se logrará básicamente a través del dictado de medidas urgentes. En este sentido, es importante tener en cuenta que muchas de las medidas más eficaces en este aspecto, constituyen lo que la doctrina ha denominado medidas autosatisfactivas. Estas medidas reconocen como virtud el terminar instantáneamente el pleito, ya que son  dictadas al inicio del proceso poniendo de esta manera fin al mismo, sin perjuicio del dictado de medidas cautelares en términos clásicos (esto es, que no suponen la solución de fondo).


Por último, es importante destacar que la normativa aplicable a éste procedimiento es la vigente en materia de violencia familiar en el ámbito de la Ciudad, es decir, las Leyes 1265 y 1688 respectivamente.

En cuanto al artículo 7° de del proyecto de ley, resulta  conveniente delegar la defensa del funcionamiento de la Justicia de Vecindad en cabeza del Poder del que forma parte, esto es, el Consejo de la Magistratura. 


De este modo, el proyecto prevé  que el citado Consejo, en casos de emergencia –por ejemplo, por haberse quebrado el equilibrio que debe haber en cuanto a la cantidad de pleitos pendientes en cada Tribunal-, cuente con las herramientas indispensables para solventar esta distorsión. Ello en función de sus atribuciones establecidas en el artículo 1° de la Ley Orgánica del Consejo de la Magistratura.

 
Avocándonos al análisis del anexo procedimental, la idea central ha sido la de regular un proceso que pueda abarcar los ideales propios de este subsistema judicial. Por tal motivo, la estructura procesal se asienta sobre ciertos principios básicos que hacen a una justicia accesible, cognoscible, sencilla, amigable y eficiente, que incorpora estándares e instituciones sostenidos por la  doctrina y asimila la experiencia comparada en los límites y con los cuidados que corresponden. Para una mejor exposición del tema cabe señalar que el sistema puede funcionar exitosamente bajo las siguientes condiciones:

1. Agilización y simplificación de los trámites.

2. Protección de la carga de trabajo impidiendo el congestionamiento de causas.

Ambas condiciones no son absolutamente independientes, ya que guardan estrecha relación y en varios sentidos se solapan. De todos modos, es conveniente apreciar el proyecto desde este conjunto de condiciones capaces de hacer funcionar correctamente la máquina de la Justicia de Vecindad.

La suerte de un trámite ágil y sencillo depende de varias cuestiones: a) la eficacia de los principios sobre los cuales se desarrollo el proceso; b) el rol del juez; c) el procedimiento en sí mismo (oralidad y concentración).

a) En primer término se destacan los principios que rigen el ordenamiento: informalismo, celeridad, economía y sencillez, concentración procesal, inmediatez procesal, oralidad, autocomposición,  buena fe y lealtad procesales. Con ellos se pretende caracterizar y singularizar el tipo de procedimiento aplicable a los conflictos vecinales y de menor cuantía. Así, estos conflictos deben resolverse en el marco de una estructura no formal, a la que los litigantes tengan acceso en forma inmediata. De igual modo, estos principios constituyen directrices a los jueces para que resuelvan los vacíos legales de conformidad a ellas. 

 La aplicación del principio de oralidad es la posibilidad de  presentar la demanda y su contestación en un formulario tipo, como único requisito que haga a su certificación (arts. 21 y 22). A su vez, el principio de concentración se ve reflejado en el artículo 28, que no sólo establece la realización de varias diligencias procesales de las partes en una misma audiencia sino que también dispone la obligación del juez de fallar en ese mismo acto,  una vez finalizados los alegatos de las partes. El principio de celeridad,  es la recepción legislativa del instituto doctrinario de las medidas cautelares autónomas o medidas autosatisfactivas, el que ha sido denominado como "medidas autónomas urgentes" (artículo 9°)


b) En combinación con estos parámetros legales, aparece la norma del artículo 13 del proyecto de ley,  que conforma una verdadera regla de clausura del sistema. Los sistemas legales,  son más o menos abiertos, esto es, no son herméticos pues no contienen todo el universo de soluciones para todo el universo de casos que pueden presentarse. De allí,  que haya habido siempre dos posturas respecto al modo en que  los magistrados deben aplicar el derecho aún en los casos no previstos expresamente. Una de las líneas tradicionales,  consiste en remitir el ordenamiento en cuestión a otro de mayor o más alta complejidad. La segunda consiste en enumerar,  una serie de pautas hermenéuticas que los jueces deben aplicar al resolver un caso. 

Hemos preferido adoptar esta segunda mecánica, otorgándole al juez la  facultad de determinar los trámites no previstos conforme a los principios que acabamos de analizar. Esto es muy importante, pues resalta el carácter directorial del juez, modificando la habitual posición que tiene en el proceso civil, ubicado más bien como espectador
, lo cual tiene un alto impacto en la agilización del trámite. 

c) En tercer lugar se modifica la estructura tradicional del juicio escrito y ritual. Este proyecto de ley,   busca establecer un proceso basado en la oralidad, que tenga mayor capacidad de resistir planteamientos antifuncionales, que permita acotar etapas y que otorgue la posibilidad de alcanzar mayor protagonismo al vecino. Bajo estas ideas rectoras, se perfila un proceso de una sola audiencia a la que las partes deben arribar con todo el material probatorio que posean de sus derechos, contemplándose asimismo, la posibilidad de anexarle una audiencia preliminar para resolver cuestiones incidentales planteadas inicialmente o bien de suprimir la misma audiencia de vista de causa cuando se trate de acciones basadas en títulos que traigan aparejada ejecución o versen sobre acciones posesorias. 

Especial consideración ha merecido la obligación de fallar en la audiencia de vista de causa del artículo 28 del proyecto de ley adjunto, a la que nos hemos referido. Ello encuentra justificación no sólo en la necesidad de una justicia rápida y eficaz sino también en el papel directorial del juez, lo cual hace suponer razonablemente su conocimiento de la causa en forma debida y concomitante a su desarrollo y a la naturaleza de las propias cuestiones que han sido planteadas. La ley sólo permite que se difieran los fundamentos del fallo, nunca el dictado del fallo mismo.

Para poder trabajar exitosamente, los tribunales -cualquier tribunal- deben estar especialmente dotados de dos herramientas fundamentales: tener capacidad suficiente para detectar cuáles conflictos requieren ineludiblemente la actuación y contar con la autoridad necesaria para sancionar conductas antifuncionales. Ante la ausencia de tales herramientas, los conflictos pueden tornarse, de duración indefinida y en consecuencia, dejarse de atender el legítimo reclamo del justiciable.

Por lo tanto, para proteger institucionalmente los principios rectores tanto del proceso así como la finalidad que anima la Justicia de Vecindad, hemos incorporado cuatro instituciones de suma importancia: la oferta de acuerdo y  el régimen de costas en materia de incidencias (art. 6°); la prueba anticipada (art. 20º) y la mediación anexada a corte (art. 28º), exceptuando de ésta a los casos relacionados con violencia familiar. Las dos primeras están dirigidas a  penalizar al litigante malicioso. Así, la oferta de acuerdo consiste en la sanción que recibe quien continúa el pleito sin razón suficiente. Si quien ha demandado una suma determinada recibe una oferta de acuerdo similar a la que se obtendrá en la sentencia, no hay razón alguna para proseguir el pleito; en esta instancia, si el pleito es seguido, claramente es esta parte la que debe soportar los costos de tal continuación. Por el otro lado, la modificación al tradicional régimen de costas en materia incidental pretende desalentar planteos estériles carentes de toda fundamentación razonable.

Las otras dos instituciones citadas apuntan a identificar adecuadamente los pleitos razonables o legítimos. Por tal motivo, el juez deberá contar con la autoridad suficiente para poder delegar en especialistas la mediación de conflictos que no requieran su actuación. Esta figura, en otros términos, resuelve el conflicto habitual que se plantea -especialmente a nivel doctrinario- entre autocomposición privada y justicia pública, garantizando de modo adecuado, la equidad de los acuerdos de partes y permitiendo que el juez se concentre en las causas realmente controversiales. La prueba anticipada, por otro lado, tiene por objetivo no sólo asegurar los derechos de las partes, sino incentivar la autocomposición del conflicto al proveer a las partes adversas del material probatorio suficiente para persuadir a la otra de la razón de su reclamo y disminuir de este modo la conflictividad judicial.


Estos fundamentos no sólo ilustran, en definitiva, la justificación del proyecto de ley que se acompaña, sino que revela cuáles han sido los problemas que orbitan alrededor de la Justicia de Vecindad y el camino que se transitó para subsanarlos, esto es, un original proceso de consulta y opinión. En este sentido, el proyecto que aquí presentamos recoge los principales lineamientos elaborados durante 2002 en el presentado por el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires. 
� La conexión entre Justicia de Vecindad y fraternidad tiene su origen institucional en la creación por parte de la Revolución Francesa de los Juzgados de Paz (cfr. OTEIZA, Eduardo, “Los tribunales de menor cuantía como respuesta actual basada en los principios de la justicia de paz, ED 122-845)


� Puede verse este papel del juez cuando determina la modalidad que debe seguirse para producir e incorporar prueba, la forma del trámite de las excepciones y los efectos bajo los cuales se concede el recurso de apelación, establecidos en los artículos 19, 25 y 41 respectivamente. 
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